
Programa de Derecho 

Facultad de Ciencias Sociales 

Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano 

*Este ensayo académico, escrito en el marco de las prácticas laborales se presenta como trabajo de grado con 

la finalidad de obtener el título de abogada en la Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano. Dirigido por 

Edgar Hernán Fuentes Contreras. 

**Estudiante de Pregrado del Programa de Derecho de la Universidad de Bogotá Jorge Tadeo Lozano. Correo 

electrónico paulac.vargasg@utadeo.edu.co  

  Pena de Muerte en Corea del Sur* 

Paula Camila Vargas Gómez ** 

Introducción 

Este trabajo busca analizar la pena de muerte bajo un contexto legislativo en el periodo 

comprendido entre 1996 y 2019 en la República de Corea; para así dar entendimiento a la 

transición de un país retencionista hacia el abolicionismo de facto, comprendiendo como 

retencionistas aquellos países que mantienen la pena de muerte como una sanción penal, 

aplicándola activa y legalmente en concordancia con su derecho interno y por su parte 

entendiendo que el abolicionismo de facto se presenta en los países que mantienen la pena 

de muerte en su legislación interna, pero no ejecutan las sentencias por un periodo de 10 

años. 

Para ello se considera necesario exponer tres ítems, en este sentido, se hará mención 

de: I) la pena de muerte como concepto jurídico, II) el sistema judicial surcoreano en base a 

la separación con la República Popular de Corea, III) y la pena de muerte en la legislación 

de Corea del Sur, bajo lo anterior se identificara una serie de conclusiones pertinentes.  

 

I. Pena de Muerte 

Como punto de partida se debe entender que “la pena es una privación o restricción de 

bienes jurídicos establecida por la ley e impuesta por el órgano jurisdiccional competente al 

que ha cometido un delito” (Rodríguez, 1988, p. 878). En otros términos, la pena consiste 

en la restricción o limitación de derechos personales de un sujeto especifico impuesta por el 

Estado como resultado de un proceso judicial adelantado en su contra, en el cual es 

declarado responsable de la comisión de una conducta punible, acto que genera la 

afectación o puesta en peligro de un bien jurídico titulado, dicha conducta se encuentra 

establecida de manera previa en el ordenamiento jurídico. 

En ese sentido la pena de muerte es, la privación del derecho fundamental a la vida, 

como sanción por la comisión de un delito establecido en la legislación de determinado 

país, la implementación de dicha pena se presenta debido a que se considera que la 

privación de la libertad no es garantía suficiente para la el cumplimiento del objetivo de la 
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pena en delitos graves, en los cuales la justicia necesita de la utilización de esta, para la 

restitución del orden jurídico. 

No se posee un registro estricto del comienzo de la pena de muerte como sanción 

jurídico penal. Con todo, y por ejemplo, en la Roma antigua con la Ley de XII Tablas1 ya 

se aceptaba dicha sanción, sin embargo, no fue hasta el siglo XVIII en el sistema penal 

Europeo que se presentaron las primeras oposiciones a esta figura, un ejemplo de ello se 

evidencia en Francia cuando la Ordonnance Críminelle de 16702, exigía la apelación a toda 

aquella sentencia que otorgara como sanción la pena de muerte, siendo así que Código 

penal de 1791, redujo los delitos sujetos a pena de muerte de 115 a 32 y estableció, como 

forma única de ejecución, la guillotina, paralelamente Inglaterra pasó de contener 200 

delitos a tan solo 15 delitos castigados con la máxima pena aplicable. Iniciando de este 

modo una tendencia abolicionista que fue afectada por las dos guerras mundiales, frenando 

así la distribución de la abolición a más países. 

Actualmente, los distintos ordenamientos jurídicos muestran cuatro posturas 

diferentes frente a la pena de muerte y su aplicación, cada una de ellas derivada de 

características concretas existentes en estos y de la implementación que cada uno de los 

Estados le proporciona a la pena de muerte. (Hood y Hoyle, 2017). En ese sentido, dichas 

posturas son: 

a. Estados Retencionistas: Son considerados como Estados retencionistas aquellos que 

mantienen la pena de muerte como una sanción penal vigente, aplicándola de manera activa 

y bajo el respaldo legislativo de su derecho interno dentro de su territorio. En la actualidad 

se tiene contemplada una cifra de 56 países retencionistas, principalmente en zonas 

geográficas determinadas ubicadas en el Oriente medio, África y Asía. 

b. Estados Abolicionistas: Se presentas como abolicionistas aquellos Estados cuya 

legislación no contempla la pena de muerte para ningún delito, restringiendo su aplicación, 

sin embargo, se hace mención de que los Estados pertenecientes a este grupo, poseen en su 

                                                             
1 La Ley de las Doce tablas, es el escrito de Derecho Romano que busco la manera de plasmar el antiguo 

derecho consuetudinario, fue redactado entre los años 451 y 450 a.C., y tomó como fuente el Derecho oral 

existente en dicha época.  
2 La Ordenanza Criminal de 1670, es un Código de Procedimiento Penal francés que estuvo en vigencia desde 

el 1 de enero de 1671, hasta la Revolución Francesa, firmado en Saint-Germain-en-Laye en agosto de ese año 

y registrado por el Parlamento de París el 26 de agosto de 1670. 
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historia el registro de haber establecido sistemas retencionistas, obteniendo de forma 

paulatina un cambio de postura pasando por una moratoria en la cual no generaban 

ejecuciones al completo rechazo de efectuar la pena de muerte como sanción.  

c. Estados Abolicionistas de facto: “Se encuentran en la actualidad 21 países catalogados 

como abolicionistas de facto” (Amnistía Internacional, 2015-2016, párr. 1). Siendo los 

Estados abolicionistas de facto denominados de esta manera, debido a que “de hecho” no 

aplican la pena de muerte, pero su legislación contempla dicha sanción para el castigo de 

determinada conducta punible, de eso modo, al igual que los Estados retencionistas, 

mantienen la pena de muerte vigente en su ordenamiento jurídico como una sanción penal 

aplicable. No obstante, no ejecutan las condenas capitales que se dictan mediantes las 

sentencias proferidas por la jurisdicción ordinaria. 

Sumado a ello, para que un Estado logre ser considerado como abolicionista de 

facto se contemplan dos escenarios, que no se hayan realizado ejecuciones en por lo menos 

10 años o por otro lado que el gobierno establezca oficialmente una moratoria para la 

aplicación de la pena de muerte. 

d. Estados abolicionistas de iure: Los Estados abolicionistas de iure son aquellos que 

legalmente han prohibido la aplicación de la pena de muerte (Gallego, 2005). Estos son, 

países en los cuales no existe la pena muerte en los códigos penales o en su jurisdicción 

interna. 

Ahora bien, como otro punto a abordar se encuentra la discusión acerca de la 

finalidad de la implementación de la pena de muerte, pues ella continua presente entre los 

doctrinantes, mientras que para algunos la imposición de dicha pena genera un efecto 

intimidante, para otros como Gimbernat (1980) dicho efecto no se produce en vista de que 

se presenta como un factor las diversas anomalías psicopatológicas que el sujeto activo de 

la conducta punible posee. 

Teniendo en cuenta que se entiende como función de una sanción la búsqueda de la 

prevención y la resocialización, incitando a las personas a no lesionar o poner en peligro 

bienes jurídicos penalmente protegidos, en la pena de muerte, aunque se sigue esta premisa, 

se presenta el dilema de la protección de la dignidad humana o la falta de esta, pues según 

García (s.f): 
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[…] en el Derecho penal se ha desarrollado el llamado principio de humanidad de las penas, según 

el cual la pena aplicada al delincuente no puede rebajarlo en su dignidad que penas como las penas 

corporales o infamantes e incluso la pena de muerte y la cadena perpetua se han considerado como 

contrarias a dicha dignidad absoluta del ser humano (p.12).  
 

Es por ello que se puede considerar la pena de muerte como aquella sanción 

excesiva que se encuentra en el marco de los límites de la función de la pena, puesto que la 

dignidad relativa a la persona le representa a la pena la obligación de mantenerse al margen 

de esta e imposibilita que se desligue al autor de la conducta punible de su calidad de 

persona y, por ende, de su dignidad humana. 

Entendiendo así, que la función de una pena o sanción es enteramente la de restablecer el 

orden social y dicho restablecimiento debe ejercerse en concordancia con la dignidad de la 

persona, lo cual involucra la protección de sus derechos fundamentales y las no 

vulneraciones de estos sin causa justificable. 

 

II. Sistema judicial surcoreano en base a la separación con la República 

Popular de Corea 

Es pertinente identificar los sucesos que generaron la división entre corea del Norte y Corea 

del Sur, pues de allí se desprende el ordenamiento judicial que se presente en Corea del Sur 

y por ende la manera en la cual se implementa la pena de muerte en dicho país, por ello a 

continuación hare mención de la separación de Corea y el sistema judicial de sur corea, 

pasando brevemente por el poder político de este país. 

A. Separación de Corea 

En un inicio la península de Corea había permanecido ocupada por Japón desde 1910 hasta 

el final de la Segunda Guerra Mundial, pero tras la rendición del Imperio del Japón, se dio 

comienzo a la guerra de Corea, la cual fue un enfrentamiento librado en el periodo 

comprendido entre 1950 y 1953 por Corea del Sur, ayudada por los Estados Unidos y la 

Organización de las Naciones Unidas, contra Corea del Norte, siendo apoyada por la 

República Popular China y ayudada por la Unión Soviética. 
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El 9 de septiembre de 1948 se estableció una República popular en Corea del Norte, 

bajo una dictadura comunista3 dirigida por Kim Il Sung obtenida a través del apoyo 

soviético y en Corea del Sur, el 15 de agosto de 1948, se estableció la República 

Democrática de Corea, con el líder político Syngman Rhee como su primer presidente 

electo. 

Por otro lado el 25 de junio de 1950 Corea del Norte invade Corea del Sur dando 

paso al primer enfrentamiento armado que suponía el conflicto presente en la península 

Coreana, a raíz de ello Estados Unidos en compañía de las Naciones Unidas basándose en a 

la aprobación de la Resolución 83 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas4 envía 

ayuda a Corea del Sur para retener la invasión, debido a los enfrentamientos sucedidos 

cerca al rio Yalu, decidieron realizar la división definitiva de la península por el Paralelo 

38, quedando el norte ocupado por tropas soviéticas y el sur por tropas estadounidenses. 

Finalmente el 27 de Julio de 1953 luego de un sin número de negociaciones “se dio 

por terminada la guerra con la firma del armisticio o Paz de Panmunjon que restauró la 

frontera entre las Coreas y centro la división cerca del Paralelo 385” (Molero, 2016, p. 4). 

Dicho tratado de no agresión fue el causal de la creación de la Zona desmilitarizada de 

Corea, una franja de 4 km de longitud entre ambos países, la cual hoy en día se considera 

como la frontera más militarizada en el mundo. 

En la actualidad tanto “Corea del Sur como Corea del Norte experimentan la tregua 

militar más duradera en la historia, dicha tregua sobrevive a pesar de las continuas 

demostraciones de poder de ambas potencias y a pesar del miedo a un posible 

enfrenamiento nuclear” (Castillo, 2002, p. 23). Esta se encuentra bajo la vigilancia de la 

                                                             
3 Actualmente la República Popular Democrática de Corea (RPDC) es oficialmente una república socialista 

basada en la ideología Juche, Kim Il-sung, el fundador del Estado norcoreano, es considerado el Presidente 

Eterno de la República, su hijo Kim Jong-il fue comandante supremo del Ejército, presidente de la Comisión 

de Defensa Nacional y jefe del Comité Militar del Partido del Trabajo de Corea. 
4 La Resolución 83 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas fue aprobada el 27 de junio de 1950 

fundamentada en el hecho de que el ataque efectuado a la República de Corea por parte de las fuerzas 

armadas de Corea del Norte configuraban un quebrantamiento a la paz, contó con 7 votos a favor por parte de 

China, Francia, Reino Unido, Cuba, Ecuador, Noruega y Estados Unidos, 3 ausencias de Egipto, India y la 

propia Unión Soviética y un voto en contra de Yugoslavia.[UN Security Council, 1950]. 

Dicho consejo realizo un llamado al cese inmediato de las hostilidades y pidió el retiro de las tropas 

norcoreanas del paralelo 38. 
5 El paralelo de los 38º o simplemente paralelo 38 es una línea paralela ubicada en los 38º norte del plano 

ecuatorial de la Tierra, gano relevancia a raíz de los enfrentamientos entre las dos Coreas. 
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Comisión Supervisora de Naciones Neutrales, creada en paralelo a las negociaciones finales 

de la guerra. 

B. Sistema Judicial de Corea del Sur 

A razón de la sucedido en la guerra de la península de Corea, la parte sur se proclama como 

la República de Corea, comúnmente conocida como Corea del Sur, la cual posee un sistema 

político definido como un república democracia presidencialista conforme lo estípula el 

artículo 1° de la constitución política de la República de Corea, en este sistema el 

presidente es el jefe de estado6 elegido mediante votación popular directa (CRC, art.67.1), 

salvo que dos candidatos empaten a votos, en cuyo caso lo elige la Asamblea Nacional por 

mayoría absoluta del total de sus miembros (CRC, art. 67.2). Siendo dicho sufragio para 

mayores de 20 años, el periodo presidencial será de cinco años, sin posibilidad de ser 

reelecto.  

Por contraste la Asamblea Nacional siendo un sistema legislativo unicameral es elegido por 

el pueblo (CRC, art.41.1), con mandato fijo de cuatro años (CRC, art. 42) cuenta con 299 

representantes, 56 de los cuales son elegidos mediante Representación Proporcional y 243 

son elegidos por circunscripciones uninominales; la Asamblea Nacional posee la facultad 

de exigir la responsabilidad política del Primer Ministro y el Consejo de Estado (CRC, 

art.63), no obstante en lo que respecta al Presidente, sólo puede ser acusado penalmente con 

el procedimiento de impeachment (CRC, art. 65). 

Se rige por un sistema liberal pluralista de democracia representativa, desde el 1963, 

se han creado y desaparecido cerca 103 partidos políticos; entre los partidos más 

importantes actualmente, se encuentran el Partido Gran Nacional, el Partido Democrático, 

el cual es la primera fuerza opositora desde el ex presidente Roh, con el ex partido URI y el 

Partido Saenuri, principal partido conservador de Corea del Sur. Al mismo tiempo el jefe de 

gobierno es el primer ministro de corea del sur quien es nombrado por el presidente con la 

aprobación del parlamento7, es aquí cuando se debe precisar que el poder legislativo lo 

                                                             
6 El artículo 66 de la Costitucion de la Republica de Corea expone que el Presidente será el Jefe de Estado y 

representará al Estado frente a estados extranjeros. Tendrá la responsabilidad y el deber de salvaguardar la 

independencia, la integridad territorial y la continuidad del Estado y la Constitución. El poder ejecutivo 

recaerá en el Poder Ejecutivo encabezado por el Presidente. 
7 Constitución de La República de Corea parte 2. la rama ejecutiva, sección 1. El primer ministro y los 

miembros del consejo de estado. Artículo 86: El primer ministro será nombrado por el presidente con el 
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ejerce el gobierno y la asamblea nacional, entre tanto el poder judicial es independiente y lo 

ejecuta la Corte suprema y el Tribunal constitucional, en casos en los cuales exista 

apelación. 

Por su parte el poder judicial se adjudicara a los tribunales compuestos por jueces 

según lo dictamina el artículo 101 de la Constitución, siéndolos estos tribunales integrados 

por el Tribunal Supremo, que es el tribunal más alto del Estado, y otros tribunales en 

niveles específicos, siendo estos tribunales de distrito, que se encuentran en las principales 

ciudades y tienen jurisdicción sobre los casos civiles y penales en primera instancia, en 

Seúl se encuentra un Tribunal familiar que se ocupa de los asuntos internos. 

El Tribunal Supremo de Corea, que cumple la función de dar conocimiento a los 

casos de apelación, está compuesta por el Presidente del Tribunal Supremo de la República 

de Corea y otros 13 jueces del Tribunal Supremo (el cual se ocupa de las cuestiones 

constitucionales y políticas), 12 de los cuales tienen funciones contenciosas. 

El Presidente del Corte Suprema8 de Corea del Sur es nombrado para el tribunal por 

el Presidente con el consentimiento de la Asamblea Nacional, y cumple el mandato previsto 

en el artículo 105, el cual dispone que “el mandato de los jueces de la Corte Suprema será 

de seis años y podrán ser reelectos según lo prescrito por la ley”. El Presidente del Tribunal 

Supremo9 actúa como el jefe del Poder Judicial de la República de Corea, tiene amplias 

facultades administrativas previstas en la Constitución, entre ellas se encuentra el derecho 

de recomendar otros magistrados a la Corte Suprema y el derecho de nombrar a los jueces 

de los tribunales inferiores, en conformidad con la “Conferencia de Magistrados del 

Tribunal Supremo, por un mandato de diez años, con posibilidad de nuevo nombramiento, 

cabe aclarar que se encuentran en la obligación de jubilarse a los 65 años. 

Por otro lado, en lo que concierne al procedimiento judicial, el artículo 12 de la 

mencionada Constitución establece las disposiciones básicas a tener en cuenta en el debido 

proceso en Corea del Sur, pues estipula que se requerirá auto judicial dictado a instancias 

                                                                                                                                                                                          
consentimiento de la asamblea nacional. El primer ministro asistirá al presidente y dirigirá a los ministerios 

ejecutivos por orden del presidente. 
8 El artículo 102 de la constitución establece que la organización de la Corte Suprema y los tribunales 

inferiores se determinará por ley, otorgándole la posibilidad a la Corte Suprema de establecer departamentos. 
9 El actual Presidente del Tribunal Supremo es Yang Sung-Tae. 
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de la Fiscalía en los casos de detención, prisión, no obstante realiza la aclaración de que, las 

autoridades tendrán la facultad de solicitar ex post facto la correspondiente orden judicial 

en caso de aprehensión in flagrante delict, toda vez de que existiere peligro alguno de que 

el sospechoso de una infracción punible, con pena de tres años como mínimo, se dé a la 

fuga o destruya pruebas, ello en concordancia al derecho de seguridad frente a la detención 

sumado a esto se presenta el supuesto de la prohibición absoluta el hecho de ser detenido o 

encarcelado sin que previamente conozca el motivo de dicha aprensión y otorgándole el 

derecho al detenido de solicitar al tribunal la revisión de legalidad de la detención o 

encarcelamiento. 

 

III. Pena de Muerte en Corea del Sur 

 

Una vez establecidos los ítems anteriores, bajo el entendimiento del concepto jurídico de la 

pena de muerte y la posición judicial impartida por Corea del Sur se puede dar paso a la 

exposición de un contexto legislativo en el periodo comprendido entre 1996 - 2019 en la 

República de Corea en lo referente al tratamiento que ha sufrido la pena de muerte en dicho 

país.  

Para este fin partimos desde la premisa de que la pena de muerte, en la República de 

Corea es una forma legal de castico, pues se encuentra consagrada en el código penal 

surcoreano en su artículo 4110 numeral 1, siendo así uno de los cinco países democráticos y 

desarrollados que aún mantiene en su legislación la pena de muerte, teniendo en cuenta que 

los otros cuatro países son Estados Unidos, Singapur, Japón y Taiwán. 

Según lo establece el Código Penal Coreano la pena de muerte se impartirá y 

ejecutara una vez el condenado se encuentre en prisión, (CPC, art.66) para dicha pena se 

cuenta con un periodo de 30 años de prescripción (CPC, art.78) la cual se suspenderá 

mediante la ejecución de la pena de muerte a los prisioneros, el encarcelamiento o 

detención y el comienzo del pago forzoso de multas, dependiendo sea el caso planteado en 

la sentencia condenatoria, siendo así que una persona condenada a sentencia judicial estará 

                                                             
10 El Código penal de la República de Corea, en su capítulo 3, sección 1 menciona los tipos de condenas 

aplicables en el territorio de Corea del Sur, siendo uno de ellos la pena de muerte. 
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exenta de ejecución debido al cumplimiento del termino establecido para la prescripción; el 

artículo 55 del mismo plantea la posibilidad de la reducción de la pena de muerte a un 

periodo en prisión de 20 a 50 años. 

Los delitos a los cuales se le impartirá la pena de muerte son taxativos, puesto que 

se encuentran consagrados en el código penal, especificando la conducta punible que deriva 

en la muerte del sujeto activo, un ejemplo de ello se evidencia en el artículo 87 del Código 

penal de la República de Corea, en el que se menciona la sentencia de muerte para aquellos 

que en aras de exterminar el territorio realicen actos bélicos, como enfrentamientos 

armados o disturbios se enfrentara a sentencia de muerte.  

Pasando al ámbito internacional, con el tratado de extradición firmado entre Estados 

Unidos y Corea del Sur se estableció una negativa discrecional para la extradición de un 

condenado surcoreano al país aliado, siempre y cuando se cumpla la premisa de que el 

delito conlleve la pena de muerte de conformidad con la ley de la Parte Requirente, a 

menos que esa parte brinde seguridades de que la pena de muerte no será ejecutada, o si una 

sentencia de muerte es impuesta, que no será llevada a cabo. 

Ahora bien, se tiene presente que Corea del Sur ha ratificado el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) en 1990 a pesar de ello aún no realiza la 

ratificación del Segundo Protocolo Facultativo destinado a abolir la pena de muerte 

(PIDCP-OP2), por lo tanto no se encuentra en contravía lo dispuesto en su legislación 

interna con los tratados internacionales ratificados por el país. 

En el apartado interno de la legislación, la Corte Suprema de Corea del Sur, en 

febrero de 2010, confirmó la pena capital en 4 dictámenes, el Ministro de Justicia Lee Kwi-

nam advirtió que las ejecuciones continuarían, rompiendo la moratoria que duraba ya 13 

años. Estas declaraciones se realizaron después del arresto de Kim Kil-tae, que violó y 

asesinó a una niña de 15 años. 

Sin embargo es preciso acotar que aun con la existencia de la moratoria, los 

tribunales continuaban emitiendo condenas de pena de muerto llegando a una cifra cercana 

a los 59 presos sentenciados. 
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Siendo entonces que, luego de trece años sin que haya tenido lugar una sola 

ejecución en Corea del Sur, resulta un evidente retroceso en la búsqueda de la abolición in 

jure que su Tribunal Constitucional se pronunciara en favor de la pena de muerte, pues la 

sentencia dictada por esta corporación declara que la pena de muerte constituye una pena 

legal que puede disuadir de cometer delitos en aras del bien común, pues se tiene el 

argumento de que la pena de muerte es constitucional debido a que "el interés público, 

como es proteger la vida del pueblo, no puede considerarse menos válido que el derecho a 

la vida de las personas que cometen delitos extremos", siendo esta la segunda sentencia 

proferida por el Tribunal Constitucional referente al tema, la primera efectuada en el año 

1996, bajo la premisa de que “la pena de muerte no va en contra de la Constitución 

mientras se limite a aplicarse a personas que cometieron delitos extremos como acabar con 

muchas vidas de forma cruel", en la cual el fallo fue aprobado por la mínima, es decir, 

cinco votos a favor y cuatro en contra de los magistrados de la alta Corte surcoreana. 

Esta sentencia constituye, a grandes rasgos, un revés para Corea del Sur y va en 

contra de la marcada tendencia abolicionista del país, donde no se ha ejecutado a ninguna 

persona desde hace más de diez años marcando un posible declive en el camino a la 

abolición.  

 Sin embargo, pese a ello en el año 2011 no se realizaron ejecuciones por parte del 

Estado de Corea del Sur, a razón de esto el 8 de septiembre ONG surcoreanas realizaron 

una celebración por el paso de 5.000 días sin ejecuciones contados a partir de 1997 hasta el 

día de su celebración. A su vez cuatro parlamentarios apoyaron un acto celebrado por la 

Asamblea Nacional para provocar a los miembros del comité parlamentario para asuntos 

legales y judiciales a que estudiasen y aplicasen proyectos de ley sobre la abolición total de 

la pena de muerte.  

Al finalizar el año se estableció una cuenta de 60 personas condenadas a muerte en 

espera de su ejecución, sin embargo se tiene constancia de que en ese mismo año se había 

impuesto una sentencia de muerte por un alto tribunal.  

Siguiendo el lineamiento de la búsqueda de la abolición de la pena de muerte en el 

año 2015 se presentó al Parlamento un proyecto de ley que pretendía este cometido, pero 

dicho proyecto no fue aprobado en el debate por la plenaria del parlamento. 
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En el año 2018 la Comisión Nacional de Derechos Humanos de Corea del Sur 

efectuó una encuesta sobre la opinión de los nacionales surcoreanos respecto a la 

posibilidad de la abolición de la pena de muerte dando como resultado el 66.9% de los 

consultados a favor de suprimir la pena de muerte de la legislación, no obstante realizaron 

el salvamento de que la opinión popular respecto a este tema se encuentra en gran medida 

influenciada por el delito al cual se aplica la condena, pues en casos como asesinatos en 

serie el apoyo a la abolición se ve gravemente afectado pues se considera que dicha pena es 

el castigo ideal para el acto cometido por el sujeto. 

El presente año el ministro de justicia Lee Kwi-nam, insistió mediante un 

comunicado del 5 de noviembre, la necesidad de reanudación de las ejecuciones para los 

condena por delitos de pena de muerte, poniendo en peligro de ese modo la moratoria 

existente en el país, no obstante mientras no se ejecute dicha pena la moratoria se encuentra 

vigente en el Estado y por ende su catalogación como abolicionista de facto se mantiene. 

 Para concluir, lo anteriormente descrito en el presente ensayo, nos puede dar 

medidas para entender la condición de Corea del sur frente a la pena de muerte y su 

tratamiento legislativo, presentado un contexto de que la pena de muerte se encuentra en 

decadencia en el país asiático aun con la resistencia de los altos tribunales, se ejemplifica 

que la ejecución de la misma no cumple con la finalidad de la pena prevista en su 

constitución y los principios que busca mantener dicho país. Adicionalmente a esto, se 

puede considerar que Corea del Sur es un país abolicionista en su práctica, dado que no se 

han efectuado las ejecuciones correspondientes a las sentencias de pena de muerte dictadas 

a lo largo de los años descritos, ello es desde el posicionamiento de Kim Dae-jung como 

presidente de Corea del Sur hasta la actualidad. 

 Evidenciando así que la República de Corea continua en su camino a la abolición 

total de la pena de muerte, sumándose de ese modo a los países que abandonan, de una 

manera u otra, el uso de la pena de muerte como castigo máximo presente en su 

ordenamiento. 
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Conclusiones 

 

 La pena de muerte supone una violación directa al derecho a la vida y la máxima 

expresión de castigo cruel, inhumano y degradante. Siendo pues irrevocable y lleva 

consigo el riesgo de que una persona inocente sea condenada y ejecutada. 

 

 La pena de muerte es catalogado como un castigo cruel, inhumano e indigno que 

niega el derecho a la vida, por organismos internacionales, ONG surcoreanas y la 

Amnistía Internacional de Cora del Sur. 

 

 La Corte Suprema de Corea estipula que la pena de muerte no va en contra de la 

Constitución mientras se limite a aplicarse a personas que cometieron delitos 

extremos como acabar con muchas vidas de forma cruel. 

 

 No obstante lo anterior, Corea del Sur es un estado abolicionista de facto, ya que 

llevó a cabo su última ejecución en 1997. Aun cuando emitió una sentencia de 

muerte en 2018 y 61 personas permanecieron en el corredor de la muerte.  

  



13 
 

Referencias 

 

Castillo, S. (2002). La unificación de Corea. El epílogo de la “Guerra Fría. Madrid, 

España: Los libros de la catarata. 

Constitución Política de la República de Corea de 1948, rev. 1987. Corte Suprema de Corea 

del Sur, Sentencia del 19 de Febrero de 2010. 

Gimbernat, E. (1990). Estudios de Derecho Penal. Madrid, España: Tecnos.  

Espiñeira, J. (2007). La metamorfosis de Corea del Sur. Barcelona, España. Asia Pacifico, 

3- 13.   Recuperado de https://www.uab.cat/Document/75/665/BranasText1.pdf 

Gallego, j. A. (2005). Los argumentos esclavistas y los argumentos abolicionistas: 

reconsideración necesaria, CESLA, 7 , 63-108. Recuperado de  

https://www.redalyc.org/articulo.oa?id=243320976004 

Hood, R. y Hoyle (2017). La pena de muerte: una perspectiva mundial. España: Tirant o 

Blanch. 

Rodríguez, J. (1988). Derecho Penal español. Parte General. Madrid, España. 

Recuperado de 

https://www.boe.es/biblioteca_juridica/anuarios_derecho/abrir_pdf.php?id=ANU-P-1972 

20055800569  

Ley N ° 12898, 30 de diciembre de 2014, Enmienda Parcial, Ministerio de Justicia 

Compilado de Derecho Penal, 02-2110-3307 ~ 8 

Ley N ° 6465, 7 de abril de 2001, Ministerio de Justicia, Departamento de Justicia 

Internacional, 02-2110-3661 ~ 2 

Molero, P. (2016). Comprender la península coreana: una historia de unión y división: 

Análisis histórico-Comparativo del corea del norte y corea del sur (Tesis de 

Pregrado). Universidad Pontifica Comillas, Madrid, España. 

Ocaña, C. (2003). La guerra de Corea, 1950-1953 [Mensaje de  un blog].  Recuperado de 

http://www.historiasiglo20.org/GLOS/guerracorea.htm 

García, P.(2006) Acerca de la función de la pena. Revista no indexada.  Recuperado de 



14 
 

https://www.unifr.ch/ddp1/derechopenal/articulos/a_20080521_80.pdf 

Skladwoska, B. (2007). Los nombres de la patria en la Guerra de Corea, 1951-1953 [Tesis 

de Doctorado].  Recuperado de 

https://repositorio.uniandes.edu.co/bitstream/handle/1992/26252/u297220.pdf?seq 

ence=1  

 

 


